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Constitución Nacional, art. 43: “Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial mas idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades publicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesionen, restrinjan, alteren o amenacen, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos o garantías reconocidos por esta constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva…”.-
Es importante abordar este tema, teniendo en consideración que la salud de la población se encuentra garantizada por la Constitución Nacional.

En la actualidad, son numerosos los casos de recursos de amparo que se interponen por ante la justicia, a los fines de obtener prestaciones médicas que no resultan obtenidas, ya sea en las obras sociales o en la en las empresas de medicina prepaga y hasta en los mismos hospitales públicos.-

El ciudadano, que por cualquier dolencia necesita de determinada prestación y con motivo de normativas internas de los organismos de salud, no le son brindadas ocasionando con ello un riego a su salud. Ante ello, existe el instrumento legal de  acción de amparo.
Como el texto del art. 43 de la C.N. expone, a la acción de amparo se la puede interponer contra actos de autoridad pública o de particulares, es decir que el demandado puede ser el propio estado, nacional, provincial o municipal; obras sociales y empresas de medicina prepaga.-

Resulta indispensable, previo a la interposición de la demanda, que quién considera que se le ha vulnerado la garantía constitucional del derecho a la salud, realice la intimación al organismo, del cual el particular obtiene como resultado la negativa de  la prestación, que le es comunicada al peticionante mediante carta documento o resolución administrativa. Luego de ello y ante la negativa y dentro de los 15 días de la misma, puede interponer acción de amparo requiriendo a la justicia que se ordene al prestador de la obligación medica requerida,  cumplir con la prestación de salud que necesita.-

Una vez que se haya contestado la demanda y producida la prueba, el juez dicta sentencia dentro del tercer día.

La sentencia hará mención concreta sobre el acto u omisión por el cual concede el amparo y contendrá la determinación precisa de la conducta a cumplir, con las especificaciones necesarias para su debida ejecución.-

Es muy común que al interponer acción de amparo, el damnificado que reclama por un servicio de salud, lo haga con un pedido de medida cautelar que le ordena al ente de salud obligado a cumplir con la prestación del servicio médico peticionado.-
Estas medidas cautelares y/o la sentencia que concede el amparo, resultan de cumplimiento obligatorio para las entidades que brindan salud, como así también para los profesionales que prestan servicio en los mismos o en forma privada.-

Resulta importante concientizar a los profesionales de la salud en relación a la obligatoriedad de cumplimiento de este tipo de sentencias y la no suspensión la ejecución de la orden, mientras no exista sentencia firme que revoque lo ordenado.-
Todos los recursos técnico-legales que se argumenten en los juicios de amparo, no suspenden la obligatoriedad del cumplimiento de la prestación ordenada, ya sea por una cautelar o por una sentencia de primera instancia.-

La obligatoriedad mencionada sólo decae ante una sentencia de Cámara que revoque la orden de primera instancia.-

Los recursos de amparo a la salud, encuentran un sustento legal contundente en los casos de las personas con certificado de discapacidad, pues la ley 24.901 resulta abarcativa de todos los aspectos prestacionales que deben cubrirse a la persona que sufre de una discapacidad. Es por ello, que los jueces, en cumplimiento estricto de la ley, frente a una acción de amparo peticionada por la persona discapacitada, dicten sentencias haciendo lugar a las medidas cautelares y al objeto de la acción de amparo en el entendimiento que las entidades de salud deben respetar la garantía del derecho constitucional a la salud y el especial tratamiento de la cobertura de salud de las personas con discapacidad.-

En conclusión, los profesionales de la salud deben tener presente que las ordenes judiciales en la medidas cautelares y/o en las sentencias de amparo deben ser de estricto cumplimiento.-
